Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 17minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


*1) Copia de la exposición escrita presentada por el señor Representante Ricardo Planchón, 
relacionada con la conformación de una nueva Seccional Policial para el barrio 'El General”, de la 
ciudad de Colonia del Sacramento”. 


Continuando con el tratamiento del proyecto de ley sobre usuarios de Zona Franca, Carpeta 
N* 615/11, por la que se modifican los artículos 2 y 14 de la Ley N* 15.921 y se deroga el artículo 102 
de la Ley N* 18.083, tenemos el gusto de recibir al Director General de Rentas, contador Pablo Ferreri, 
al Subdirector, contador Álvaro Romano, a la Directora General de Comercio, economista Rosa 
Osimani, y al Director de la Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas, contador Nelson 
Hernández. 


La invitación para que asistieran a esta Comisión surgió no solamente por la fundamentación 
del propio proyecto, sino también por los cambios que surgieron en la Cámara de Representantes, y 
por los comentarios e iniciativas que recibimos de los trabajadores de Zona Franca y de la misma 
Dirección de Zona Franca de Florida. 


Se trata de un proyecto que comenzó con la derogación del artículo 102 de la Ley N* 18.083. 
Luego, a través de la discusión que se llevó a cabo en la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes, se incluyeron dos artículos con algunas particularidades que provocaron una 
discusión sobre las actividades principales y accesorias que pueden realizar los usuarios dentro y fuera 
de Zona Franca y las consecuencias que ello provoca a nivel tributario. 


SEÑOR HERNÁNDEZ. - En primer lugar, quiero agradecer el recibimiento que nos brinda la Comisión 
de Hacienda de la Cámara de Senadores, y manifestar que para nosotros es un placer exponer sobre 
los proyectos en materia de modificaciones tributarias en el momento que los señores Senadores lo 
consideren oportuno. En ese sentido, vamos a invertir el tratamiento de los artículos de manera de 
seguir el orden cronológico en que los mismos se fueron dando. Como bien decía el señor Presidente, 
este proyecto de ley que deroga el artículo 102 de la Ley N* 18.083 es iniciativa del Poder Ejecutivo. 


El fundamento de esta propuesta de derogación radica en que durante su vigencia la 
interpretación del artículo 102 de la Ley N* 18.083 había provocado una serie de inconvenientes y por 
eso, para hacer un análisis del mismo, vamos a ver cuál es su alcance y qué peso tiene. 


El artículo 102 expresa: “Declárase que las sociedades previstas en el artículo 17 de la Ley 
N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987” —conocida como Ley de Zonas Francas- “podrán desarrollar 
todo tipo de actividades fuera del territorio nacional o dentro de cualquier zona franca en beneficio de 
usuarios directos o indirectos de cualquier zona franca”. Lo primero que tenemos que señalar es que 
este artículo crea una diferenciación entre los distintos tipos de usuarios de zonas francas porque 
establece la posibilidad de que aquellos que están constituidos bajo la forma jurídica de sociedades 
anónimas tengan mayor capacidad operativa que aquellos usuarios de zonas francas que operan como 
personas físicas u otro tipo de sociedades —que también pueden ser usuarios de zonas francas— que 
no estarían amparados por esta disposición. Por esa razón, entendemos que el tratamiento sería 
desigual para entidades que están en la misma situación, creando condiciones de inequidad. 


Por otro lado, esta normativa establece que esas sociedades podrán desarrollar todo tipo de 
actividades y señala expresamente: “fuera del territorio nacional o dentro de cualquier zona franca en 
beneficio de usuarios directos o indirectos de cualquier zona franca”. Es decir que se interpreta que 


estas sociedades pueden realizar dos tipos de actividades diferentes: una es fuera del territorio 
nacional y la otra en una zona franca diferente a aquella en la cual son usuarios. 


A nuestro criterio, esta ley fue interpretada equivocadamente con prescindencia de que 
estaba integrando un Cuerpo normativo que establecía para los usuarios de zonas francas un régimen 
que sí otorgaba beneficios, pero con ciertas limitaciones. Es así que este artículo, interpretado en 
forma aislada, dio lugar a que se pretendiera realizar actividades como usuario de zona franca sin tener 
ninguna actividad dentro de la misma. 


Reitero: este artículo fue interpretado de manera independiente y aislada de lo que establece la ley 
relativa a zonas francas. Se pretendió interpretar que, por el hecho de ser usuario de zonas francas y 
sin necesidad de realizar actividad alguna dentro de ellas, se podían desarrollar actividades en el 
exterior o en otras zonas francas a las que alcanza esta disposición. A nuestro entender esta 
interpretación de la norma es equivocada, en función de que en los artículos 1% y 2% de la Ley N* 
15.921 se expresa que el régimen de zonas francas se refiere a actividades que deben ser 
desarrolladas dentro de ellas. En este sentido, el acápite del artículo 2? de la mencionada ley dice: “Las 
zonas francas son áreas del territorio nacional de propiedad pública o privada, cercadas y aisladas 
eficientemente, las que serán determinadas por el Poder Ejecutivo previo asesoramiento de la 
Comisión Honoraria Asesora de Zonas Francas, con el fin” —subrayo lo que a continuación se dice— “de 
que se desarrollen en ellas con las exenciones tributarias y demás beneficios que se detallan en esta 
ley, toda clase de actividades industriales, comerciales o de servicios”, etcétera. En función de lo que 
aquí se establece, se requiere que los usuarios de zonas francas desarrollen actividades en ellas. 


Por otro lado, el artículo 14 de la misma ley expresa: “Son usuarios de zonas francas todas 
las personas físicas o jurídicas que adquieran derecho a desarrollar en ellas cualquiera de las 
actividades a que se refiere el artículo 2”, y continúa la redacción. De manera que la ley relativa a 
zonas francas establece la necesidad de que los usuarios de estas efectivamente desarrollen tareas 
dentro de ellas. 


La interpretación, en forma aislada, del artículo 102 de la Ley N* 18.083 había dado origen a 
que en este momento el área de zonas francas estuviera recibiendo, por parte de empresas que no 
tenían dentro de su plan económico la realización de efectivas actividades dentro de las zonas francas, 
una serie de solicitudes para ingresar como usuarios de ellas. Entonces, como dentro de los planes del 
negocio no se incluía la actividad dentro de las zonas francas, se dejaron de conceder muchas de 
estas solicitudes que habían sido hechas al amparo del artículo 102. En realidad, se trataba de 
entidades que, sin desarrollar ningún tipo de actividad de zonas francas, solicitaban ser consideradas 
como usuarios de ellas, a los efectos de ampararse exclusivamente en las disposiciones del artículo 
102. 


SEÑOR RUBIO.- Comprendo cabalmente cuál es el propósito del Poder Ejecutivo. De acuerdo con lo 
expresado por el contador Hernández, interpreto que el régimen de zonas francas estaba siendo 
perforado a través del artículo 102, violatorio de los artículos 2* y 14 de la Ley N* 15.921. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Exacto, señor Senador. La interpretación aislada de esta norma era violatoria 
de los artículos 2% y 14 de la mencionada ley. Si esas actividades desarrolladas en el exterior fueran 
interpretadas consistentemente con lo que establece la Ley de Zonas Francas, deberían estar 
vinculadas con una actividad realizada en ellas. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Hay una estimación del número de empresas que se acogieron a lo dispuesto 
por el artículo 102, violando el espíritu de la norma? 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- En principio, el artículo 102 dio origen a una decisión del área de zonas 
francas de no autorizar el funcionamiento de esas sociedades, más allá de que algunas de las que 
fueron previamente autorizadas hayan interpretado la norma con este alcance. Por lo tanto, no existe 
una evaluación acerca del número de usuarios que pudo haber interpretado y aplicado esta 
disposición. Por esa razón se entendió que el artículo 102 distorsionaba el funcionamiento de las zonas 
francas. 


Se han dado situaciones en las que, por ejemplo, un usuario de una zona franca pretendía 
tener como único plan de negocios la administración de inmuebles en el exterior sin desarrollar ningún 
tipo de actividad en la zona franca, es decir sin ocupar personal, contratar servicios ni tener domicilio 
fiscal en ella. Es importante que nos detengamos en lo siguiente: la Ley de Zonas Francas se creó con 
el objetivo de incrementar el empleo, mejorar la capacidad de exportación del país y lograr un mejor 
aprovechamiento de los recursos. Evidentemente, estas actividades realizadas total e íntegramente en 
el exterior no cumplen con ninguno de los objetivos para los cuales fue creado este régimen. Fue por 
ello que en noviembre de 2010 se dictó el Decreto N* 344, que en su artículo 3% establece: “El Área 
Zonas Francas de la Dirección General de Comercio autorizará los contratos de usuario directo o 
indirecto sometidos a su consideración o sus prórrogas no automáticas cuando de los antecedentes 
presentados en el Plan de Negocios surja en forma inequívoca que la empresa que aspira a la 
condición de usuario o a su prórroga, desarrollará la actividad prevista en el objeto de su respectivo 
contrato desde la zona franca, contribuyendo al cumplimiento de los objetivos establecidos en el 
artículo 1% de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987. 


Se entenderá que esos extremos se alcanzan cuando del análisis del contrato y del Plan de Negocios 
surja que la actividad proyectada cumple simultáneamente con las siguientes condiciones mínimas”, 
señalándose en el literal ¡): “genera empleo directo o indirecto en la zona franca”. Es decir que la 
empresa de zona franca contrate personal o servicios de otra empresa dentro de la zona franca, 
generando así trabajo directo o indirecto. Continúo con la lectura del artículo: “ii) desarrolla su 
actividad en la zona franca, utilizando o aprovechando las instalaciones provistas por el explotador o 
por el usuario directo según correspondiera.” Esto nos lleva a preguntarnos cuál sería la razón física de 
ser de la zona franca si hay usuarios que no utilizan sus servicios ni su infraestructura, porque estamos 
hablando de actividades que no tendrían ningún tipo de sustrato material. Culmino la lectura: “iii) tiene 
domicilio fiscal en la zona franca”. El concepto de domicilio fiscal está muy bien definido en el Código 
Tributario: es el lugar donde efectivamente se desarrolla la actividad económica por parte de la 
empresa. 


Reitero que a partir del Decreto N* 344/10 se establecen con más precisión las tres 
condiciones que deben cumplir los usuarios directos o indirectos de las zonas francas. Evidentemente, 
cuando hablamos de entidades que solamente realizarían actividades en el exterior al amparo del 
artículo 102, no se estaría cumpliendo con ninguno de estos dos objetivos ni tampoco con los que 
dieron origen a la Ley N* 15.921: generar empleo, mejorar la capacidad de exportación del país y el 
aprovechamiento de los recursos nacionales. 


En definitiva, esa es la razón por la que se propone la derogación del artículo 102 de la Ley 
N“ 18.083; fue la primera propuesta del Poder Ejecutivo. Pero luego, en la discusión que se llevó 
adelante en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, surgió que si se derogaba lisa 
y llanamente el artículo 102 había actividades que podrían quedar sin respaldo jurídico y que nunca 
interesó limitar: las que podían desarrollar los usuarios de zona franca dentro de otras zonas francas. 
No olvidemos que el régimen de zonas francas crea una excepcionalidad en materia tributaria, pero 
debemos resguardar también la posible competitividad de esos usuarios de zonas francas con 
entidades instaladas dentro de territorio nacional no franco que tienen que cumplir en un cien por ciento 
con sus obligaciones tributarias. Por lo tanto, la propia Ley de Zonas Francas estableció una 
prohibición para realizar todo tipo de actividades comerciales o industriales por parte de los usuarios de 
zonas francas en territorio nacional no franco. Evidentemente, esa prohibición no afectaba las 
actividades que pudieran realizar los usuarios de zona franca en otras zonas francas, o sea que no se 
perforaba de ninguna manera el sistema tributario nacional generándose además una competencia 
desleal con empresas instaladas en plaza, porque los usuarios de otras zonas francas tampoco 
estaban sujetos a un régimen general de tributación. En consecuencia, podía establecerse sin ningún 
tipo de inequidad la posibilidad de que los usuarios de zona franca actuaran en otras zonas francas. 
Por esa razón y a partir de esa discusión, en la propuesta original de derogación del artículo 102 el 
Poder Ejecutivo hace un agregado al literal C) del artículo 2” de la Ley. Precisamente, en el artículo 2 
de la Ley se mencionaban las actividades que podían realizar los usuarios de zona franca y se decía: 
“con el fin de que se desarrollen en ellas con las exenciones tributarias y demás beneficios que se 
detallan en la presente ley, toda clase de actividades industriales, comerciales o de servicios y entre 
ellas”. A vía de ejemplo, el literal C) establecía: “C) Prestación de todo tipo de servicios, no restringidos 
por la normativa nacional, tanto dentro de la zona franca como desde ella a terceros países”. Como 
vemos aquí, en ningún momento se prevé la realización de prestación de servicios en territorio nacional 
no franco; es decir que se debe realizar dentro de zona franca o hacia terceros países. Como aquí 


podría caber la duda de si se encontraba o no autorizada la realización de actividades dentro de otras 
zonas francas, se creyó conveniente incluir en esta disposición un texto que dijera, por ejemplo, que se 
consideran comprendidas en el presente literal las prestaciones de servicios dentro de cualquier zona 
franca en beneficio de usuarios de otras zonas francas, en el entendido de que la actividad central 
debía realizarse en una zona franca para prestar servicios hacia usuarios de otras zonas francas. 


¿Por qué existe esta limitación a los servicios? Porque también acá se están protegiendo los 
intereses de las empresas explotadoras de zonas francas. Si no se estableciera esta salvedad, 
entonces, cumpliendo con la única condición de ser usuario de zona franca, cualquier usuario podría 
actuar en cualquiera de ellas sin ningún tipo de limitación. Y nosotros creemos que esto sí va en contra 
de los derechos de cada una de las empresas administradoras de las distintas zonas francas. Por lo 
tanto, acá se establece que la actividad que se permite realizar dentro de otra zona franca distinta a la 
cual la entidad es usuaria —me estoy refiriendo a la entidad que tiene su base en la zona franca donde 
es usuaria— es la prestación de servicios, pero pueden ser beneficiarios otros usuarios de zonas 
francas en diversos puntos del país. El tema se da sobre todo en la prestación de servicios, por 
ejemplo, de logística, de asesoramiento o de estudios profesionales que se realizaban desde una zona 
franca para prestar servicios en otras zonas francas. Es por esa razón que no se deroga lisa y 
llanamente el artículo 102, sino que se amplía, incluyendo en la propuesta la posibilidad de que 
usuarios de una zona franca presten servicios a otros usuarios dentro de zona franca. Hasta aquí 
tenemos que esos usuarios pueden realizar actividades en zona franca, que no pueden llevar adelante 
ningún tipo de actividad industrial o comercial en territorio nacional no franco y que podrán tener 
actividades en el exterior o realizar prestaciones de servicios en otras zonas francas. 


En ese momento —continúo realizando un análisis cronológico de esta disposición— la 
Cámara de Zonas Francas planteó que podía surgir la duda en cuanto a si las actividades realizadas 
en el exterior estaban o no permitidas para los usuarios de zona franca. Estas actividades siempre 
fueron permitidas, pero quizás se pensó que derogar el artículo 102 implicaba una prohibición de 
realizarlas. A raíz de ello, la Cámara de Zonas Francas sugirió la posibilidad de que los usuarios 
pudieran realizar parcialmente su actividad en el exterior. Frente a esa propuesta y en el entendido de 
que esa era precisamente la interpretación cabal que correspondía realizar al artículo 102 —en cuanto 
a que las actividades que tuvieran su desarrollo principal dentro de la zona franca pudieran realizar 
parte de la actividad en el exterior— el Poder Ejecutivo plantea una nueva modificación. Uno de los 
ejemplos que se manejó con respecto a estas actividades fue el siguiente: si tenemos un usuario de 
zona franca que desarrolla un programa de software para un cliente del exterior, es posible que en el 
momento de su implantación el usuario deba realizar esa actividad en el exterior puesto que para 
colocar el software en el domicilio del cliente, necesariamente debe trasladarse al lugar. Entonces, 
¿están o no permitidas esas actividades? Nos parece que no era necesario que existiera una 
disposición expresa, pero atendiendo a una solicitud entendible de que era mejor otorgarle un grado 
mayor de certeza a la disposición, el Poder Ejecutivo nuevamente propone un aditivo a este proyecto 
de ley que permitía que se realicen en el exterior actividades auxiliares o preparatorias de las 
sustanciales que se llevaban adelante en el país. 


SEÑOR GALLINAL.- Estoy tratando de comprender y registrar los cambios que puedan provocar las 
modificaciones que eventualmente se realicen a la ley original. 


Ahora bien, como se ingresó a la consideración del artículo 14, me gustaría que se terminara 
de aclarar —si el señor Presidente está de acuerdo-— lo que establece el literal C) del artículo 2” para 
luego sí continuar con la explicación de la otra disposición. 


La consulta que quiero realizar es la siguiente. Creo haber comprendido el objetivo que se 
planteaba el Poder Ejecutivo con la derogación del artículo 102, pero me queda la duda de si lo que 
se establece allí es de carácter retroactivo, porque dice: “Declárase”. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Exacto. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, es evidente que deliberadamente se pretendió dar efecto retroactivo al 
artículo 102. De todos modos, me quedan dudas en ese sentido. 


Por otra parte, al modificarse el literal C) del artículo 2% me pareció entender que al derogarse 
el artículo 102 no quedaba claro que un usuario de zona franca pudiera prestar servicios en otra zona 
franca y por eso era necesario complementar dicho literal C) para que, efectivamente, esa tarea se 
pueda realizar. O sea que se mantendría el régimen sin modificaciones y quien prestaba servicios de 
una zona franca a otra autorizado por el artículo 102, ahora lo haría con la autorización de este inciso 
que se agrega al literal C). No obstante, pregunto por qué se deroga la parte siguiente del literal C), 
que refiere a la prestación de servicios de telefonía. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- No, señor Senador, eso permanece. 


SEÑOR GALLINAL.- Tengo en mi poder la transcripción de la Ley N* 15.921 y el literal C) no es el que 
aparece aquí. Se dice que se sustituye solo el inciso primero, pero no es así porque estamos 
derogando el resto. Quiere decir que no se está modificando y por eso pregunto si a partir de 
“Asimismo” quedaría vigente. Parece claro que si se mantiene la redacción que viene de la Cámara de 
Representantes el literal C) termina en “beneficio de usuarios directos o indirectos de cualquier zona 
franca”, y desde la palabra “Asimismo”, los numerales 1), 2), 3), 4) y el último inciso quedan derogados; 
eso es evidente. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Entiendo perfectamente la duda del señor Senador Gallinal, por eso vamos a 
delimitar el objetivo y después veremos si queda plasmado en el texto que se propone. El objetivo no 
es el de derogar el resto del literal C), sino solamente hacer un agregado a su primer párrafo. Entiendo 
que existan dudas sobre si el primer inciso no es todo el literal C) y creo que correspondería hacer una 
corrección e incluir la totalidad de ese literal a efectos de ver cómo quedaría redactado y, así, aventar 
toda posibilidad de duda, ya que me parece entendible que pueda interpretarse en ese sentido. Esto, 
además, me sirve para hacer otro agregado, puesto que es tan claro que la ley no permite la prestación 
de servicios en territorio nacional no franco que, precisamente, este artículo habilita a que, por 
excepción, determinados servicios se presten a beneficiarios en el territorio nacional no franco. Quiere 
decir que es tan amplia la prohibición para realizar actividades en territorio nacional no franco, 
protegiendo al comerciante o al prestador de servicios común que no tiene un régimen de excepción, 
que solamente por excepción se permiten los servicios de telefonía, además de otros que el Poder 
Ejecutivo expresamente designe. Esas son las únicas excepciones que se establecen en la ley para 
que se puedan realizar actividades en territorio nacional no franco. Quisiera que recordaran esto al 
analizar el estado actual de este proyecto de ley. Solamente por la vía de la excepción y en el caso de 
servicios, la ley admite que puedan realizarse actividades que compitan con la desarrollada en territorio 
nacional no franco. Para esos casos se establece que esos servicios van a estar incluidos en el 
régimen general de tributación, es decir que van a tributar sin el beneficio de la exoneración del 
Impuesto a la Renta. Entiendo que esto es un adelanto de la discusión que seguramente vamos a tener 
cuando se debata el estado actual del proyecto de ley. 


Quedaba pendiente el tema relacionado con el carácter interpretativo del artículo 102. 
Siempre se interpretó, con independencia del dictado del artículo 102, que los usuarios de zona franca 
podían realizar actividades en el exterior, siempre que cumplieran con el objetivo de que la actividad 
principal se desarrollara dentro de la zona franca, tal como establecía el artículo 1%. En definitiva, si el 
artículo 102 no se interpreta fuera de contexto, ya estaba ínsito en la redacción original de la ley y, por 
tanto, su derogación no genera ningún tipo de vacío legal hacia atrás. 


Quisiera detenerme en un detalle que no es menor. Hemos comprobado que muchos 
estudios jurídicos uruguayos promocionaron esta interpretación de la ley para cubrir el presunto vacío 
dejado por la prohibición de la continuidad de las actividades de las sociedades anónimas financieras 
de inversión, las SAFI. Muchos estudios jurídicos decían: “Señores no se preocupen, quienes hasta 
ahora utilizaban las SAFI, a través del artículo 102 de la Ley N* 18.083, pueden utilizar el mismo 
régimen de exoneración sin necesidad de realizar ningún tipo de actividad en el país”. Sin embargo, ya 
se ha hablado suficientemente sobre la inconveniencia del mantenimiento de un régimen de 
sociedades anónimas financieras de inversión. Mediante esa interpretación del artículo 102 se estaba 
haciendo un bypass a la eliminación del régimen de sociedades anónimas financieras de inversión. 
Creo que teníamos la obligación de dejar esto bien en claro. 


Por otra parte, debo decir que me parece muy bueno el esquema de trabajo planteado por el 
señor Senador Gallinal, pero me gustaría saber si hasta acá no quedan dudas sobre el proyecto de ley 


o se refieren solo a cuestiones menores. 
SEÑOR GALLINAL.- Hasta acá, estaría bien. 


Simplemente quisiera dejar sentada la necesidad de hacer la mencionada corrección porque, 
además, el inciso que podría generar dudas —si se mantiene o se deroga— empieza con la palabra 
“asimismo”, pero no corresponde porque es una excepción al régimen general. 


Me parece que se debería hacer una transcripción completa del literal C) y no simplemente 
de la parte que se modifica. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Da la impresión de que así quedaría más claro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se toma en cuenta esa propuesta de agregar el resto del literal C). 
(Apoyados) 


SEÑOR BARÁIBAR.- Seguramente, quienes nos visitan habrán recibido la versión taquigráfica de la 
reunión pasada de esta Comisión, en la que una delegación de la Zona Franca de Florida informó 
sobre las movilizaciones de la gente, así como de la recolección de firmas con el objetivo de defender 
la principal fuente de trabajo de los floridenses pidiendo, por tanto, que las normas no sean 
modificadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo al señor Senador que estamos en el análisis del artículo 14. 
SEÑOR BARÁIBAR.- De todas maneras, se está analizando el proyecto de ley. 


Con relación a lo mencionado anteriormente, quisiera escuchar alguna referencia a cómo 
incide la norma en esa zona franca. Aparentemente, es la única que ha manifestado esa inquietud y 
expuso argumentos de amplio espectro sobre las consecuencias e inconvenientes para la zona de 
Florida. 


La otra pregunta relacionada específicamente con el artículo que se está analizando, 
teniendo en cuenta la posibilidad que plantea el proyecto de ley, es si empresas que desarrollan sus 
actividades en zonas francas se verían incentivadas a realizarlas, fuera de ellas, en otras partes del 
territorio nacional. Me refiero a que, como consecuencia de la ampliación del rubro de sus negocios o 
de otro tipo de relacionamiento, no se les pueda negar su instalación y, al mismo tiempo, que utilicen el 
derecho que les da la norma para realizarlos fuera de esa área, con lo que se generaría una 
competencia desleal. También me gustaría saber si se establece que esas empresas deban realizar 
algún porcentaje de actividad dentro de la zona franca. 


SEÑOR COURIEL.- Dado que no me quedó clara la explicación brindada en su momento y en atención 
a las declaraciones hechas por los trabajadores y empresarios de la Zona Franca de Florida, quisiera 
saber si aparece una disposición de las empresas allí instaladas de mudarse a la Zona Franca de 
Montevideo. No entendí cuál es la causa que motiva la decisión de mudarse de una zona franca a otra. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Pido a los señores Senadores Baráibar y Couriel que tengan un poquito de 
paciencia porque vamos a seguir con el desarrollo del tema y en la exposición llegaremos al de la 
actividad dentro del territorio nacional no franco. Lo analizado hasta ahora refiere a la posibilidad de los 
usuarios de zonas francas de realizar actividades en el exterior o en otras zonas francas. Por esa razón 
quise seguir un desarrollo cronológico de los hechos para ver en qué momento se incorpora a la 
discusión el tema de la actividad en el territorio no franco. En lo visto hasta ahora no hay ninguna 
referencia a esa posibilidad. 


Decíamos que, a esa altura de la discusión, la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes recibió la inquietud de la Cámara de Zonas Francas del Uruguay de que se precisara 
que se podían realizar actividades en el exterior. En una interpretación literal se entiende que al 
derogarse el artículo 102 de la Ley N* 18.083, de la misma forma que hay una prohibición para realizar 
actividades en otras zonas francas, no se puede llevar a cabo ninguna otra en el exterior. Por ese 
motivo, el Poder Ejecutivo hizo otra propuesta que es la que se degeneró —pido disculpas a los señores 
Senadores por el término empleado- en la actual redacción del artículo 2% de este proyecto de ley. La 
iniciativa del Poder Ejecutivo decía: “Dichos usuarios podrán desarrollar actividades fuera de territorio 
nacional siempre que las mismas tengan una naturaleza auxiliar y preparatoria de la actividad 
sustantiva para la que fueron autorizados a operar en zona franca.” 


SEÑOR RUBIO.- Allí no se empleaba la expresión “fuera de las mismas”. 
SEÑOR HERNÁNDEZ.- Se decía: “fuera de territorio nacional”. 

El Poder Ejecutivo nunca propuso que se permitieran las actividades en territorio nacional. 
SEÑOR GALLINAL.- ¿Podría leer nuevamente la propuesta del Poder Ejecutivo? 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- El Poder Ejecutivo proponía la siguiente redacción: “Dichos usuarios podrán 
desarrollar actividades fuera de territorio nacional siempre que las mismas tengan una naturaleza 
auxiliar y preparatoria de la actividad sustantiva para la que fueron autorizados a operar en zona 
franca.” 


¿Cómo se origina esta propuesta? Surge a partir de la observación realizada por la Cámara 
de Zonas Francas que proponía que los usuarios de zonas francas pudieran realizar parcialmente 
actividades en el exterior. El Poder Ejecutivo entendió que el término “parcialmente” no era el 
adecuado, en primer lugar porque no había posibilidad de medir qué era parcial, si significaba un 99% 
o un 1% y, en segundo término, porque la palabra “parcialmente” también habilitaba a que un usuario 
de zona franca pudiera realizar actividades absolutamente desvinculadas de su radicación en territorio 
nacional e independiente de ella. Supongamos, por ejemplo, un usuario de zona franca que realice 
actividades de logística o de manejo de bienes dentro de territorio de zona franca —para lo que lleva a 
cabo una actividad sustancial en zona franca— y que, además, administre un edificio de apartamentos 
en Miami. Evidentemente, el usuario realiza parcialmente su actividad en zona franca pero, a su vez, 
lleva a cabo una actividad integramente en el exterior, por lo que no se justifica la utilización del 
régimen de zona franca a esos fines. Por eso la propuesta del Poder Ejecutivo fue que todas y cada 
una de las actividades debían tener un sustento dentro del territorio nacional y de la zona franca en 
particular, es decir, dentro del territorio nacional franco. En ningún momento planteamos la posibilidad 
de realizar actividades en territorio nacional no franco. 


Esa es, pues, la génesis de esta norma. Sin embargo, el proyecto de ley aprobado en primer 
lugar por la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes y en segundo término por el 
Pleno, difiere del propuesto por el Poder Ejecutivo porque no condiciona que esas actividades se 
realicen fuera de territorio nacional. De esa forma, genera la duda y la discusión que todos estamos 
teniendo en este momento respecto de la posibilidad de realizar actividades en territorio nacional. 


Una vez ubicados en estos términos, deberíamos hacer —y lo sugiero, diría, por deformación 
profesional— una especie de balance para saber cuál es la situación actual. 


Entonces, ahora sí vamos a referirnos absoluta y totalmente a la redacción del artículo 2% de 
este proyecto de ley. Se trata de una propuesta que no corresponde al Poder Ejecutivo y que no fue 
planteada por él. Por otro lado, contamos con la opinión -que fuera expresada en esta Comisión de 
Hacienda en la sesión pasada- de trabajadores y del titular de la administración de la Zona Franca de 
Florida, quienes manifiestan su disconformidad con la norma y plantean la posibilidad de que no sea 
incluida en el proyecto de ley. Ese punto de vista también nos ha sido expuesto por la Cámara de 
Zonas Francas, en el sentido de que no comparten la inclusión de este artículo 2” en el proyecto de ley 
y entienden que lo mejor sería sacarlo y estudiarlo por separado. 


Por otro lado, nos ha llegado la opinión de distintos juristas que entienden que esta 
disposición podría ser tachada de inconstitucional en cuanto se trata de una norma que amplía una 
exoneración y no tiene la iniciativa del Poder Ejecutivo. Además, voy a hacer referencia a una 
intervención del señor Senador Gallinal en la sesión anterior de esta Comisión, por la cual deja de 
manifiesto una flagrante contradicción entre los artículos 1* y 2* del proyecto de ley. Esto es así porque 
mientras en uno se establece que, por excepción, algunas actividades pueden realizarse respecto de 
otros usuarios de zonas francas, en el otro se da la posibilidad de realizar actividades en territorio 
nacional no franco sin ningún tipo de limitación. Esa misma contradicción, de alguna forma, también 
queda de manifiesto en la exposición que realizó el doctor Bordolli en la misma sesión de esta 
Comisión. En ese sentido, el Ministerio de Economía y Finanzas entiende que no es conveniente la 
introducción de un cambio de esta envergadura sin un análisis del tema en mayor profundidad, dado 
que implica una modificación muy profunda del régimen general de zonas francas. También podemos 
decir que, de aprobarse esta disposición, se generaría una contradicción con los artículos 2* y 14, los 
que disponen el requerimiento de que las actividades se desarrollen en las zonas francas. Entonces, 
estaríamos generando una disposición que no está en el contexto de la ley de zonas francas. Por lo 
tanto, el Poder Ejecutivo considera que se debería desglosar este artículo 2% y considerarlo en otra 
oportunidad con mayor profundidad, en el contexto de toda la ley y no solamente como una 
disposición aislada. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente quiero decir que me siento identificado con las palabras del 
contador Hernández. 


SEÑOR RUBIO.- Comparto la postura del Poder Ejecutivo y quiero destacar que otro tema que fue 
planteado con mucho énfasis en esta Comisión por parte del titular de Zona Franca de Florida tenía 
que ver con que la prohibición de realizar actividades en territorio no franco abarcaba la posibilidad de 
hacer contratos de tipo comercial u ofertas de productos. Aquí se sostuvo que esas prácticas se 
llevaron a cabo durante muchos años y que ahora esta modificación inducía al traslado de las 
empresas hacia la zona franca de Montevideo. Este fue un planteo que se hizo en esta Comisión y por 
eso traslado la consulta. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Nosotros queremos centrarnos en el análisis del proyecto de ley y, por 
supuesto, no vamos a rehusar a ningún tipo de aclaración respecto al resto de los temas sobre los 
cuales la Comisión tenga interés. Nuestra intención es agotar, en primera instancia, la discusión de la 
iniciativa porque creemos que ese tema no está dentro de la ley, sino que es una inquietud de la 
Comisión y cada uno de los señores Senadores tiene el derecho a conocer la información solicitada. 
Por lo tanto, en el entendido de que hemos agotado la discusión del proyecto de ley, no tenemos 
problema en analizar algunas de las declaraciones realizadas en la sesión anterior de esta Comisión. 


En primer lugar, le voy a pedir al Director General de Rentas, contador Ferreri, que realice la 
explicación y, en segundo término, voy a aclarar —y aquí me corresponden las generales de la ley- que 
no ha habido ningún tipo de variación en la interpretación que ha hecho la Dirección General Impositiva 
respecto a la normativa. Digo que me corresponden las generales de la ley porque fui el antecesor en 
el cargo de Director General de Rentas y no ha habido ninguna modificación; simplemente es la misma 
interpretación de la disposición del artículo 14 de la ley que prohíbe a los usuarios de zona franca la 
realización de todo tipo de actividades comerciales, industriales o de servicios en territorio nacional no 
franco. En ese sentido, pido al contador Ferreri que realice su exposición. 


SEÑOR FERRERI.- En primer lugar, quiero expresar que es un honor ser recibido por la Comisión de 
Hacienda. 


Por otro lado, terminada la extensa y profunda exposición del contador Hernández sobre el 
proyecto de ley pasaremos a comentar y a tratar de responder las inquietudes planteadas en la sesión 
pasada, donde se aludía a un cambio de criterio de la administración tributaria y a una suerte de 
avasallamiento por parte de la Dirección General Impositiva con respecto a emprendimientos en el 
interior del país, como es el caso concreto de Zona Franca Florida. 


Entendemos la relación entre los contribuyentes y la Administración como una relación de 
equilibrio. Aquí hablo como alguien que viene del sector privado y que sufrió dos condiciones 


diferentes: por un lado, como asesor de contribuyentes experimenté la competencia desleal que se da 
cuando unos pagan los impuestos que quieren porque la Administración no controla —lo cual es muy 
pernicioso ya que genera una marco de competencia absolutamente desleal- y, por otro lado, sufrí, en 
algunos casos, el otro extremo del péndulo que es cuando la Administración comete un avasallamiento 
de los contribuyentes. Entiendo que ni un extremo ni el otro son buenos. Por lo tanto, creo que la 
relación entre los contribuyentes y los administradores debe ser de equilibrio general y no nos 
referimos solamente a las palabras sino también a los hechos. Hace pocos meses estuvimos aquí 
conversando sobre un proyecto de ley que otorgaba beneficios y trataba de equilibrar la relación con 
los contribuyentes, iniciativa que fue propuesta por la Dirección General Impositiva. 


En el caso de las zonas francas en particular, voy hacer un comentario con respecto a lo que 
es nuestra función: hacer cumplir la ley. El artículo 14 de la Ley N* 15.921 no da lugar a una doble 
interpretación porque dice: “Son usuarios de zonas francas todas las personas físicas o jurídicas que 
adquieran derecho a desarrollar en ellas cualquiera de las actividades a que se refiere el artículo 2”. 
Las empresas instaladas en zonas francas no podrán desarrollar actividades industriales, comerciales 
y de servicios, fuera de las mismas.” Es tan clara como el artículo 9% del Decreto N* 454 de 1988. 


El artículo 9% expresa: “Los usuarios que se instalen en zona franca no podrán desarrollar 
actividades industriales, comerciales o de servicios en el territorio nacional no franco. Tampoco se 
podrán prestar servicios desde la zona franca por ser utilizados en el territorio nacional no franco, a 
excepción de los previstos en el literal C) del artículo 2% de la ley N* 15.921”. Tanto la ley como el 
decreto reglamentario establecen con absoluta claridad lo que pueden hacer las empresas en territorio 
nacional no franco; básicamente, nada. 


Comenzamos este período de inspecciones a usuarios de zonas francas; fue la primera vez 
que la Dirección General Impositiva realizó un operativo masivo basado en los mismos criterios —tal 
como manifestó el contador Hernández- que sostuvo siempre la administración tributaria. Si bien 
previamente se realizaron inspecciones puntuales con reliquidaciones que ahora comentaremos, esta 
fue la primera vez que se realizó un operativo genérico. Nos sorprendía el poco empleo que generaban 
los usuarios —hay aproximadamente 1.500 usuarios— cruzamos datos de las 600 empresas que más 
nos llamaban la atención, realizamos inspecciones en 150 de ellas y entre 50 y 55 casos hubo 
reliquidación de impuestos. Quiere decir que menos del 5% de las empresas de zonas francas que 
fueron inspeccionadas dieron lugar a reliquidaciones de impuestos. 


Sería bueno recordar cuál fue el criterio adoptado por la administración tributaria y las 
reliquidaciones que se realizaron —por ejemplo, en los últimos años— para demostrar claramente que 
no hubo ningún cambio de lineamiento. No podemos dar nombres de las empresas porque esa 
información está amparada por el secreto tributario, pero sí vamos a comentar que, por ejemplo, en 
setiembre de 2006 la administración tributaria reliquidó a una empresa en zona franca por realizar 
actividades en territorio no franco. El valor se ubicó en aproximadamente $ 64:000.000 de la época. En 
diciembre de 2006 se reliquidó a otra empresa por esta misma razón, por $11:000.000. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Dada la naturaleza de la información que se está brindando y la referencia a 
que es secreto tributario, queremos decirle que está dentro de sus prerrogativas solicitar que se 
suspenda la toma de la versión taquigráfica. 


SEÑOR FERRERI.- Gracias, señor Senador, pero no hay ningún problema. 


En mayo de 2007 se reliquidaron dos empresas de zona franca: una por valor de 
$70:000.000 y otra por $129:000.000. En el mes de julio de 2007 se reliquidó una por $11:000.000; en 
setiembre, otra por $2:000.000 y en octubre de ese mismo año el monto fue por $137:000.000. En 
enero de 2008 se reliquidó a otra empresa por $3:500.000; en marzo de ese año, otra por $5:500.000; 
en abril, otra por $3:000.000; en julio de 2010 se reliquidó otra empresa por $15:000.000; en diciembre 
de 2010 se reliquidó a una empresa por $2:000.000 y a otra por $ 3:000.000 y previamente, en octubre, 
a otra por $23:000.000 y en abril de 2011, otra por $ 40:000.000. No quiero abundar en más detalles 
pero esto es claro. En los últimos años hubo liquidaciones millonarias en dólares, exactamente, por 
estos mismos conceptos. Lo que ocurrió fue que se realizaron inspecciones puntuales pero no fue un 


operativo general como el que desarrollamos en este caso porque, reitero, vimos números que nos 
llamaban la atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, cuando la inspección dio lugar a una reliquidación de impuestos 
quiere decir que se detectaron actividades en territorio no franco, que obviamente están alcanzadas 
por las normas tributarias. 


SEÑOR FERRERI.- En todos esos casos se detectó actividad industrial y básicamente comercial en 
territorio nacional no franco, claramente no autorizadas por la ley y el decreto reglamentario, que 
deberían ser realizadas en Zona Franca. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una aclaración sobre ciertos casos que fueron planteados por el 
contador Ferreri y que están vinculados a algunas de las declaraciones que se hicieron en la sesión 
anterior de esta Comisión. 


En la exposición realizada por el representante de la Zona Franca Florida se manifestó que 
hasta los organismos del Estado contratan con usuarios de Zonas Francas. Sobre este tema puedo 
hablar con mucha particularidad porque, en mi carácter de Director del proyecto de modernización de 
la Dirección General Impositiva, tuve que enfrentar situaciones de contrataciones a las que se 
presentaron usuarios de Zonas Francas. Es decir que a licitaciones y pedidos de precios se 
presentaron empresas nacionales con una contraparte igual en Zona Franca. En el caso planteado se 
trataba de la misma empresa con una forma jurídica distinta; tenía idéntico nombre comercial y 
diferente forma jurídica. El pedido de precios —o licitación— fue ganado por la empresa nacional que 
trabaja en plaza, en zona no franca. Al momento de hacerse efectiva la adquisición, se advirtió que la 
documentación pertenecía a un usuario de Zona Franca con idéntico nombre. Esa contratación fue 
rechazada porque quien ganó la licitación fue la empresa nacional; además, el usuario de Zona Franca 
no hubiera sido aceptado porque no podía operar fuera del territorio nacional no franco. Por lo tanto, la 
aseveración realizada en la sesión anterior no fue correcta porque, en la medida en que se cumplió con 
la normativa, pudo haberse registrado un proceder inapropiado, eludiendo o evadiendo la 
reglamentación en materia de operaciones llevadas a cabo en territorio nacional no franco. Algunas de 
esas situaciones de contratación por parte del Estado con oferentes, usuarios de Zonas Francas, 
dieron origen a algunas de las liquidaciones a las que hizo referencia el contador Ferreri. O sea que 
algunas de esas liquidaciones corresponden a usuarios de Zonas Francas que proveyeron de bienes al 
propio Estado, y dieron origen a las consiguientes reliquidaciones de tributos por realizar actividad que 
no debía desarrollarse por el usuario de Zona Franca sino por el representante nacional de esas 
mismas firmas que operaban en Zona Franca y en territorio nacional no franco. 


SEÑOR FERRERI.- Lo dicho corresponde a los operativos realizados por la Dirección General 
Impositiva. 


Ahora vale la pena comentar el criterio expresado en consulta durante los últimos años por la 
Dirección General Impositiva. Así, por ejemplo, la Consulta N* 4642, de 31 de enero de 2007, responde 
a un usuario de Zona Franca que pretendía realizar fletes en territorio nacional no franco. La Dirección 
General Impositiva contestó a este contribuyente lo siguiente: “Del texto transcripto se extrae que entre 
las actividades que la norma autoriza a realizar y por lo tanto se encuentran comprendidas en las 
exoneraciones establecidas por la misma, no está incluida la prestación de servicios en territorio 
nacional. Por lo tanto, y según la descripción de la operativa a realizar por el consultante, su actividad 
se desarrollará parte en el exterior y parte en territorio nacional, por lo que debemos concluir que 
realiza actividades no permitidas por las normas vigentes para usuarios de zonas francas”. Reitero que 
esto fue lo que la Dirección General Impositiva respondió en la Consulta N* 4642, de enero de 2007. 


En la Consulta N* 4.645, de julio de 2007, frente a otro usuario que pretendía realizar fletes, 
respondió exactamente lo mismo. Luego, en otra consulta, precisamente la N* 4.701 del mismo año, 
ante otra empresa que vuelve a solicitar que se expida la DGl —con posibilidad de brindar servicios en 
territorio nacional no franco— vuelve a contestar exactamente lo mismo. Es decir que no hubo ningún 
cambio de criterio por parte de la Dirección General Impositiva y esto está refrendado por las consultas 
que se expidieron en los últimos años por nuestra Comisión de Consultas y por las liquidaciones de 


impuestos realizadas por varios millones de dólares que, en algunos casos, fueron la respuesta de 
servicios que se pretendió brindar al propio Estado por parte de usuarios de zonas francas. 


Hicimos mención a que se realizaron aproximadamente 50 reliquidaciones de impuestos, 
pero aún quedan a estudio alrededor de 12 casos que están por finalizar. Es importante destacar que 
hasta el momento tenemos 38 empresas a las que ya se les cerró la liquidación de impuestos; en tres 
casos se realizaron denuncias penales, incluso cuando los contribuyentes habían pago los impuestos. 
De las otras 35 empresas, 25 ya acordaron fórmulas de pago con la DGI, es decir que más del 70% de 
los contribuyentes aceptó que había una evasión tributaria y regularizaron su situación. Esto habla a 
las claras de la fortaleza de la posición de la Administración. Difícilmente, en un operativo masivo, 
luego de un mes y medio de culminado el mismo, más del 70% de los contribuyentes haya acordado la 
fórmula de pago con la DGI. 


Asimismo, cabe referirse a la diáspora que mencionó el Director de la Zona Franca de Florida 
con respecto a los usuarios de su zona. Basta apreciar la evolución de las bajas de empresas que en 
los últimos años experimentó esta Zona Franca para ver que eso no es correcto. El operativo masivo 
que realizamos comenzó a fines del año pasado, pero tuvo todo su desarrollo en el año 2011. En este 
año, en Zona Franca de Florida hubo 15 bajas de empresas; en el año 2010 hubo 21 bajas; en 2009, 
17 y en 2008, 36. Así como en este año se produjeron 15 bajas, hubo 13 altas, por lo tanto el saldo de 
empresas es de menos dos. Difícilmente podamos hablar de una diáspora. Si bien se puede decir que 
esto sucede en julio de 2007 —son datos suministrados por la Dirección General del Comercio el 15 de 
agosto— se pueden producir más bajas o existir algunas pendientes. Hay pendientes dos bajas y un 
alta, por lo cual el saldo terminaría siendo de menos uno. 


Por otro lado, se decía que esto iba en desmedro del interior del país y a favor de las zonas 
francas instaladas en Montevideo. Cuando se menciona que el saldo de la Zona Franca de Florida es 
de menos uno, vale repasar lo que ocurre en Zona América —que pertenece a Montevideo— en la cual 
hubo 48 altas y 81 bajas, por lo tanto el saldo es de menos 33. Difícilmente nuestro operativo haya 
modificado el flujo que comentábamos en los últimos años y, claramente, en números, este año fue 
mucho más pernicioso para Zona América que para la Zona Franca de Florida. De las 15 empresas 
que solicitaron la baja en Zona Franca de Florida, solamente dos fueron incluidas en nuestras 
inspecciones; el resto no. 


SEÑOR COURIEL.- Entiendo que las inspecciones masivas que se están haciendo - 
fundamentalmente en el año 2011— no son la causa del traslado de empresas de una zona franca a 
otra, sobre todo desde el interior a Montevideo. Concretamente, me pregunto: ¿cuál es la causa de que 
las empresas se hayan ido, en los años 2007, 2008, 2009 y 2010, de la Zona Franca de Florida? Al 
parecer, no son los elementos impositivos ni las inspecciones lo que motivan este fenómeno. Me 
gustaría contar con los elementos suficientes para comprender. 


SEÑOR FERRERI.- Si bien hicimos mención al número de bajas, también hubo altas. 


A nuestro juicio, en la Zona Franca de Florida se produjo un flujo normal de altas y bajas. Por 
lo tanto, se debe destacar el saldo existente entre las altas y bajas. A modo de ejemplo, en el año 2008 
el saldo fue de más 12; en el 2009, fue de más 19; en 2010 fue de más 6 y este año sería de menos 1. 
Es decir que, en términos cuantitativos, no hay un éxodo de empresas; estos son números puros y 
duros que surgen de los registros de la Dirección General de Comercio. 


En definitiva, esperamos haber despejado las dudas y sabemos que nuestra función —que 
antes experimentó y en algunos casos también padeció el contador Hernández— es poco simpática o 
tiene importantes visos de antipatía, pero estamos para hacer cumplir la ley, para recaudar los 
impuestos que financian la vida en sociedad y para tratar de colaborar a fin de crear un marco de 
competencia leal y transparente. Nos parece muy importante destacar que mediante la evasión de 
impuestos y utilizando un disfraz de usuario de zonas francas, claramente se perjudica de forma 
importante a los contribuyentes honestos que realizan actividad en zona no franca y no la visten de 
usuarios. Esta operativa que hemos detectado —que ha tenido éxito y aceptación por parte de los 
contribuyentes— va en desmedro de los empresarios de plaza porque se trata de un comportamiento no 
adecuado en materia tributaria. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Creo que la exposición del contador Ferreri ha sido clara. Simplemente 
quedamos a las órdenes para responder las dudas que pudieran haber quedado luego de ambas 
exposiciones. 


SEÑOR MICHELINI.- Si no hay preguntas, propongo realizar un pequeño cuarto intermedio para liberar 
a los visitantes y luego ver si podemos votar el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas y de la 
Dirección General Impositiva porque, como siempre, ha sido muy aclaratoria su intervención. 


(Se retiran de Sala el Director General de Rentas contador Pablo Ferreri, el Subdirector contador 
Alvaro Romano, la Directora General de Comercio economista Rosa Osimani y el Director de la 
Asesoría Tributaria del Ministerio de Economía y Finanzas, contador Nelson Hernández) 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que hay cierto consenso para que en el artículo 1% se ponga el literal 
completo —a propuesta del señor Senador Gallinal- y lo podríamos poner a votación. De esa manera, 
se debería votar negativo el artículo 2% y luego poner a votación el artículo 3%. Una vez aprobado el 
proyecto de ley, correspondería designar Miembro Informante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia está de acuerdo con la propuesta del señor Senador Michelini. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería indicar que el artículo 1% debería decir: “Sustitúyese el literal C), por 
cuanto se debería eliminar la frase: “inciso primero del”. Por lo tanto, dejaríamos todo el literal pero con 
esta modificación. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% con la modificación 
propuesta por el señor Senador Gallinal. 


(Se vota:) 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2”. 
(Se vota:) 

—0 en 7. Negativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3". 
(Se vota:) 


—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería aconsejar a la Comisión que, si lo entiende conveniente —no es por ser 
exquisito, pero me parece que es lo que corresponde— se ponga el artículo 32 como 1%, porque esa es 
la iniciativa fundamental. Por otra parte, el artículo 22 complementa lo que deroga el 1*. 


SEÑOR MICHELINI.- Considero que está bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, el artículo 3% que refiere a la derogación del artículo 102, pasaría 
a ser el artículo 1%. A su vez, el que figura como artículo 1%, en el que se sustituye el literal C) del 
artículo 2* de la Ley N* 15.921, pasaría a ser el artículo 2*. 


SEÑOR MICHELINI.- Si se comparte el criterio que acaba de mencionar el señor Presidente, propongo 
que el Miembro Informante sea el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 
—6 en 7.Afirmativa. 
Queda designado como Miembro Informante, el señor Senador Gallinal. 
No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 38 minutos) 
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